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Propuesta metodológica para el cálculo diferenciado del
impuesto predial en el suelo rural.
RESUMEN
El suelo rural ocupa la mayor parte del territorio colombiano, aun
así y pese a las grandes diferencias económicas y sociales, el cálculo
del impuesto predial no difiere en gran medida respecto a las áreas
urbanas. Vincular los tributos de la tierra al uso y función eficiente
Palabras Clave
Impuesto predial,
tributos, uso del
suelo, función del
suelo, avalúo
catastral,
productividad,
zonas rurales.

del suelo, postula ser un mecanismo efectivo para incentivar y
reactivar el sector rural, brindar garantías a sus habitantes y
desincentivar el acaparamiento de tierras como instrumento de
acumulación de riqueza. Conforme a lo anterior, el objetivo del
presente documento se centra en proponer un rediseño de la
metodología de cálculo del impuesto predial para las zonas rurales
de Bogotá. Para ello, se lleva a cabo una revisión documental
respecto a la metodología actual basada en el avalúo catastral para

Clasificación JEL
C51, H21, H71, R14,
R52.

posteriormente, proponer una visión desde el desarrollo, la equidad
y la justicia tributaria enfocado en la productividad de las tierras
rurales y una metodología de cálculo diferenciado, adecuadas para
la clasificación y categorización del suelo rural sin dejar de lado el
componente social a partir de las unidades agrícolas familiares
(UAF). Los resultados sugieren el necesario reemplazo de la
metodología de cálculo actual, incluyendo la característica social y
económica de la región conforme al uso y vocación del suelo a fin de
promover la equidad y justicia en términos tributarios.

Citación recomendada
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rural. Universidad de La Salle.
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Methodological proposal for the differentiated
calculation of the property tax in rural soil.
ABSTRACT
Rural soil occupies most of the Colombian territory, even so and
despite the great economic and social differences, the calculation of
the property tax doesn't differ greatly with respect to urban areas.
Linking land taxes to the efficient use and function of the soil,
Keywords

claims to be an effective mechanism to incentivize and reactivate
the rural sector, provide guarantees to its habitants and discourage

Productivity,
property tax,
property valuation,
rural zones, soil
function, soil use,
tax.

land grabbing as an instrument for accumulating wealth. In
accordance with the above, the objective of this document is focused
on proposing a redesign of the property tax calculation
methodology for rural areas of Bogotá. To do this, a documentary
review of research background is carried out regarding the current
methodology based on the cadastral appraisal to later propose a
vision from the development, equity and tax justice focused on the
productivity
differentiated

of

rural lands
calculation

proposing

methodology

the

variables

suitable

for

and
the

classification and categorization of rural land without neglecting
the social component based on family units. The results suggest the
necessary replacement of the current calculation methodology,
including the social and economic characteristics of the region
according to the use and vocation of the land in order to promote
equity and justice in tax terms.
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Introducción
El impuesto predial en Colombia se posiciona como la segunda principal fuente de ingresos de los
municipios después del impuesto de industria y comercio. Las modificaciones que se han
realizado en torno a este tributo a lo largo de los años se han enfocado en reforzar su sistema de
recaudo y minimizar la evasión. Lo anterior sin evidenciar mejorar significativas sobre los
principios de eficiencia, equidad y progresividad planteados en la Constitución Política de 1991.
Cierto es que, uno de los principales problemas de la vida rural colombiana es “la baja tributación
de la propiedad de la tierra que impide que exista un nivel mínimo de servicios sociales, de
seguridad y de infraestructura” (Kalmanovitz, 2010, p. 317). En esta medida, en Colombia, la
administración de los impuestos compete al ente gubernamental asignado en la ley que da origen
a cada tributo, así como las formas específicas de medición, valoración y ponderación de los
distintos factores que confluyen en la determinación de su tarifa y recaudo.
Pese a lo anterior, en un gran número de municipios del país, “los recaudos por predial son
inferiores a su potencial, debido al rezago en la actualización de los avalúos catastrales, al bajo
nivel de las tarifas nominales y a la existencia de una brecha entre las tarifas nominales y
efectivas” (Iregui et al., 2005, p. 26) . Este problema se evidencia principalmente en las zonas
rurales, dado que, según el último informe de gestión presentado por el Instituto Geográfico
Agustín Codazzi, tan solo el 5% del país tienen un catastro multipropósito actualizado enfocado
máximamente en Bogotá, Cali, Medellín y Barranquilla. (IGAC, 2019).
Al mismo tiempo, tan solo el 0,3% de todo el territorio colombiano corresponde a áreas urbanas
(IGAC, 2019). Por tanto, es claro que, los esfuerzos en torno al impuesto predial se han
concentrado en las grandes metrópolis, rezagando las zonas rurales y favoreciendo los intereses
de los propietarios de magnas extensiones de tierra en el país. Por su parte, los análisis sobre la
eficiencia y eficacia de los impuestos sobre la propiedad, y en específico sobre la propiedad rural,
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demuestran que resultan ser ineficientes por cuenta de tres circunstancias: el sistema de
administración del impuesto, la cultura de no pago de los contribuyentes, las instituciones
regionales y el conflicto armado (Villaveces Niño, 2017).
Teniendo en cuenta lo anterior, surge la pregunta ¿Es eficiente el rediseño de la metodología de
cálculo del impuesto predial rural para optimizar los procesos de ingresos, producción y
redistribución de tierras en el área rural con base en el uso y función del suelo, o por el contrario,
resulta ser más eficiente la metodología de cálculo actual? Con base en ello, el presente documento
tiene como objetivo presentar una propuesta metodológica diferenciada en función del uso y del
suelo para el impuesto predial en las áreas rurales.
Para ello, se realiza una revisión bibliográfica en torno a los antecedentes del impuesto predial,
obteniendo datos de fuentes secundarias que permitan contextualizar el estado tributario de las
áreas rurales en el país. Posteriormente se define la metodología de cálculo de la base gravable
según el estrato socioeconómico y los metros cuadrados del terreno. A partir de allí, se definen las
variables de uso del suelo, la vocación agrícola y el número de propiedades bajo un mismo rentista
para determinar la tarifa a aplicar y así conformar el modelo de cálculo del impuesto.
Adicionalmente, se hace uso de sistemas de información geográfica para geoespaciar y analizar el
territorio y determinar las categorías sobre las cuales se plantea el modelo.
Seguidamente, se presenta un análisis espacial y geográfico de las variables en relación con la
fórmula propuesta para el modelo. Se implementa el modelo resultante en el área de muestreo
seleccionada siendo pertinente para los fines de la presente investigación la Vereda Mochuelo alto
y bajo ubicada en la ciudad de Bogotá. El instrumento a emplear en conjunto con los instrumentos
de las fases anteriores será la síntesis de los resultados obtenidos en perspectiva con la
metodología actual. Adicionalmente, se presentará la conclusión luego de comparar los resultados
con la metodología vigente fundamentada en el sistema de avalúo catastral y con ello dar

10
respuesta a la pregunta de investigación inicial y determinar los aspectos positivos y negativos
brinda la nueva metodología propuesta.
Este análisis de tipo descriptivo – propositivo representa una contribución a la literatura
económica en materia fiscal desde una perspectiva social con un enfoque hacia la ruralidad, la
equidad y la justicia. Adicionalmente, se sustenta y se acoge a la línea institucional de “Territorio,
Equidad y Desarrollo” descrito por La Universidad de La Salle en el marco de sus líneas
institucionales en cuanto a que permite la reivindicación de una comprensión sociocultural del
territorio, que sirve de base para pensar un desarrollo contextualizado, local, multidimensional y
plural que no excluye los territorios hasta ahora marginados. (Universidad de La Salle, 2014)
Para abordar los temas referentes a la metodología de cálculo del impuesto predial en las áreas
rurales, este artículo se estructuró en cuatro secciones adicionales a la presente introducción. La
primera corresponde al marco teórico, que establece los argumentos de las principales escuelas
de la teoría económica clásica y neoclásica que explican la necesidad de investigar el tema de
tributos a la propiedad. En la segunda sección, se presentan los antecedentes en torno al impuesto
predial en áreas rurales presentando un breve sondeo en cuanto a las investigaciones o proyectos
propuestos en el campo. En la tercera parte se presenta la metodología propuesta y las variables
seleccionadas y su aplicación en el área de estudio determinada. En la cuarta y última parte se
presentan las consideraciones finales y se concluye el necesario replanteamiento de la
metodología de cálculo actual, incluyendo la caracterización social y económica de la región
conforme al uso del suelo o destinación productiva a fin de promover la equidad y justicia en
términos tributarios.
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1. Marco Teórico
1.1

Los impuestos en la teoría económica

Los impuestos son tan antiguos como los primeros “homo sapiens”. En un principio, estos fueron
destinados a financiar los asuntos del soberano de la comunidad o del religioso o representante
del Dios protector de cada comunidad. Incluso, en el nuevo testamento, en la carta a los Romanos
(cap6, V.7), se menciona a los cobradores de impuestos como discípulos de Dios y se reitera la
necesidad de pagar impuestos como exaltación de buen hombre. Más adelante, son también
representativos de las relaciones feudales que se mantuvieron en Europa desde la caída del
Imperio Romano hasta finales del siglo XV.
La definición que brinda la Real Academia Española para los impuestos es la de “tributo que se
exige en función de la capacidad económica de los obligados a su pago” (RAE, n.d.) así mismo
define tributar como “pagar algo al Estado para las cargas y atenciones públicas”(RAE, n.d.).
Con esto en mente, es posible entender que los impuestos correlacionan al Estado y a los
individuos y su determinación surge a partir de la política fiscal desarrollada en el territorio o
nación de dicho Estado.
Ahora bien, es menester referenciar las principales escuelas de pensamiento económico y su
visión frente al tema tributario. Para ello, es propicio iniciar con la escuela mercantilista, los cuales
si bien es sabido que fundamentaban su idea de desarrollo sobre el sector agrícola e industrial y
el mejoramiento de la balanza comercial a partir de la disminución de los impuestos a las
exportaciones, también consideraban que una de las causas del despoblamiento rural eran los
onerosos tributos, censos y arrendamientos que pesaban sobre los campesinos. A partir de ello,
postularon que el fomento de la agricultura requería una reforma fiscal que disminuyera el
gravamen per cápita de los campesinos y así evitar que emigraran del campo (González, 2004). A
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fin de cuentas, para esta escuela, el propósito del rey era velar y resguardar la prosperidad de sus
súbditos.
El pensamiento fisiócrata es de gran significancia en cuanto al presente documento dado que esta
escuela fundamentaba su desarrollo en la agricultura como la única actividad rentable pues era la
única actividad que producía un excedente superior al valor de los recursos utilizados en su
producción. No obstante, esta escuela se caracterizó también por los abusos presentados de las
clases superiores hacia los campesinos pues progresivamente cobraban impuestos que si bien
llegarían al terrateniente, no eran equivalentes con el uso de la tierra o los excedentes que de ella
se pudiesen obtener.
En esta medida, los campesinos, quienes debían pagar impuestos sobre la tierra y utilidades de la
agricultura debían realizar onerosos pagos a la nobleza y el clero, quienes estaban exentos de estas
obligaciones (Stanley L. Brue, 2009). Así mismo no existía una ley de recaudo definida, sino que
los impuestos variaban según la voluntad del cobrador, incluso vendían el derecho a recaudar
“impuestos agrícolas” y quienes los obtenían tenían un amplio beneficio. Aun así existen registros
de una reacción en contra del sistema fiscal tiránico al que se enfrentaban, así entonces en materia
de reforma fiscal, [los fisiócratas] defendieron “la eliminación del carácter regresivo de los
impuestos y una distribución más equitativa de la carga tributaria” (Ekelund & Hebert, 2006).
Más adelante, la escuela clásica iniciada en 1776 con Adam Smith y la publicación de
Investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las naciones resalta las actividades
de agricultura, manufactura y comercio y su comentada división del trabajo. Adicionalmente en
el libro V de su obra, Smith aborda el tema de los impuestos y postula cuatro principios
fundamentales que deben regir la norma tributaria, siendo estos: 1) los súbditos de cualquier
Estado deben contribuir con el sostenimiento del gobierno conforme a sus capacidades; 2) el pago
de los impuestos debe ser preciso y no arbitrario, el contribuyente debe conocer todas las
características del recaudo y del pago enunciados por la persona encargada de recaudar el tributo;
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3) Los tiempos de recaudo del impuesto debe cumplirse y; 4) los impuestos deben tomar la menor
parte de los beneficios del contribuyente. En este orden de ideas, es posible definir estos cuatro
principios en “justicia, certidumbre, comodidad y economía” (Muñoz, 2017).
David Ricardo en su libro Principios de Economía política y tributación dedica el capítulo VIII
a los impuestos, donde se menciona que “los impuestos son una porción de producto de la tierra
y de la mano de obra de un país puestos a disposición del gobierno” (Ricardo, 1950).
Adicionalmente, Ricardo se centra en los impuestos de las áreas rurales y agrícolas lo cual veremos
en el siguiente apartado, aun así es oportuno mencionar que [David Ricardo] hace alusión al
impuesto sobre el producto primo como el bien que se obtiene de la tierra y el cual siempre está
sujeto a un gravamen que aún si no lo paga el granjero, lo deberá pagar el consumidor en forma
de un precio más alto de dicho bien (Ricardo, 1950). En síntesis, defiende que la grabación de la
tierra debe ser independiente conforme a sus rendimientos y a la renta que de ella se obtiene.
La aparición del socialismo con Karl Marx trajo consigo una variación del pensamiento económico
en cuanto a la distribución de la riqueza y, por ende, con la tasación de los impuestos, así entonces
en su publicación en 1848 del Manifiesto Comunista, Marx propone un impuesto progresivo sobre
la renta en función de la plusvalía generada por la actividad económica desarrollada. En esta
medida, la teoría marxista mantiene arraigado el concepto de impuestos con el Estado bajo la
premisa de que la división de las clases sociales da lugar al aparato estatal.
Así entonces, los impuestos proceden de la parte trabajadora y, por su parte, los impuestos de las
clases dominantes constituyen una parte insignificante de la totalidad de los impuestos y
proceden de la plusvalía quitada a los trabajadores. De otra parte los impuestos recaudados por
el poder estatal de los trabajadores, a los cuales se refiere también como explotados, representan
solamente una explotación complementaria de los trabajadores (Szentes & Bacskay, n.d.)
En contraparte surge la escuela austriaca, siendo uno de sus mayores exponentes Ludwig Von
Mises quien mantuvo su discrepancia con la escuela socialista al indicar que “las economías
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mixtas no pueden funcionar eficientemente debido a que los impuestos, las regulaciones y el
gasto público distorsionan el sistema de precios y la asignación de recursos en su búsqueda
de la máxima redituabilidad” (Piña Ortiz, 2005, p. 150). Por su parte Hayek defiende los
impuestos progresivos y , sin embargo menciona que la cantidad mayoritaria que aprueba los
impuestos de la política fiscal debería llevar por lógica directa mayores cargas tributarias
(Estrada, 2016), lo cual no sucede en la realidad.
Uno de los principales exponentes de la teoría neoclásica es Alfred Marshall cuyos aportes son
defendidos hasta nuestros días; para este autor los impuestos se encontraban correlacionados con
el concepto de bienestar, y postuló que era posible que la sociedad se beneficiara al gravar algunas
industrias de rendimientos crecientes y utilizando los ingresos recaudados para favorecer las
industrias de rendimientos decrecientes (Colander, 2006). A este postulado es oportuno incluir
su concepto de cuasi-renta para referirse al rendimiento de la tierra entendida como un costo de
producción y, por ende, determinante del precio de los productos, es por ello que un impuesto
sobre las ganancias sobre el capital fijo no interferirá a corto plazo en la producción (Stanley L.
Brue, 2009)
La escuela institucionalista surge hacia el 1900 hasta nuestros tiempos, surge en una época de
pobreza y duda en cuanto a la perspectiva neoclásica de la mínima intervención del gobierno por
ende se demandó una reforma social y resalta el papel de las instituciones en la vida económica
en rechazo del laissez – faire. Las instituciones como reglas de juego. Así entonces, asignan la
responsabilidad al Estado de mantener un sistema tributario equitativo, simple, eficiente, estable
y neutral a fin de reducir los costos de transacción (Ostos, 2014).
A raíz de la crisis de 1929 y con la publicación del libro La teoría general sobre el empleo, el
interés y el dinero en 1936 por John M. Keynes, se dio paso a una nueva y significativa corriente
de pensamiento. La escuela keynesiana se caracterizó por su enfoque macroeconómico centrado
en las variables de empleo, producción, consumo y ahorro. Así mismo, defendía fuertemente la
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intervención del Estado en materia de políticas monetarias y fiscales y, es por ello que proponía
la reducción de los impuestos y el aumento del gasto para combatir la recesión pues los impuestos
generaban un aumento en el gasto de consumo privado. En paralelo, podía usarse los impuestos
para contrarrestar la inflación aumentando los impuestos para reducir el gasto del consumo
privado. Finalmente era un instrumento de regulación de la riqueza pues argumentaba que entre
más riqueza fuera una sociedad más ahorra y más difícil es mantener el pleno empleo (Stanley L.
Brue, 2009)
Finalmente, en cuanto al monetarismo, traemos a colación a Milton Friedman y su enfoque sobre
la inflación, definida por él como un impuesto “antidemocrático y regresivo” (Argandoña, 1990,
p. 18). El concepto de inflación en conjunto con el desempleo, lo llevaron a postular ideas sobre
la defensa de impuestos negativos sobre la renta. Adicionalmente, postuló que los impuestos no
deben ser demasiado altos para evitar fuertes impactos en la inflación y, en síntesis, que la política
fiscal era poco efectiva pues la reducción de impuestos genera aumentos en los recursos
disponibles para el sector privado. No obstante, si el déficit resultante se financia con deuda,
se genera un efecto crowding out, traducido en la reducción simultáneamente de los fondos
disponibles para el sector privado (Argandoña, 1990)
1.2

Los impuestos en Colombia

La historia de los impuestos en Colombia no es muy lejana a la historia de la política fiscal en otros
países. Hacia 1800 los impuestos en Colombia superaban la décima parte del PIB; parte de esos
recursos fueron gastados en la defensa de Cartagena y en los sueldos de la burocracia española y
criolla ( Kalmanovitz, 2010) y surge a partir de la necesidad de financiar los gastos del gobierno
una vez se emprendió la separación del régimen tributario colonial caracterizado por los excesivos
impuestos en los estancos de licores o alcabalas con los indígenas para financiar las guerras
españolas.
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Con base en ello, hacia 1821 el recién nombrado Ministro de Hacienda Pedro Gual desarrolló el
proyecto de ley para establecer el impuesto de renta como tributación directa (Julián et al., 2006)
A partir de allí se inició una paulatina modificación de la política fiscal enfocada en un nivel de
impuestos inferior a los impuestos por los españoles, pero suficientes para financiar los gastos
que el país demandaba al inicio de su proceso de independencia. Pese a ello, hacia 1843 el entonces
Secretario de Hacienda Rufino Cuervo postulaba tres aspectos que caracterizaban el precario
estado de las finanzas públicas en el país siendo estas las imprecisiones del sistema fiscal, la poca
e inexacta recaudación de las contribuciones y la falta de contabilidad fiscal para ese entonces
(Julián et al., 2006).
Ahora bien, ¿por qué debemos pagar impuestos? Para dar respuesta a ello es menester indicar
que actualmente los impuestos tienen su origen en la Constitución Política de 1991 según la cual
es responsabilidad de los colombianos contribuir con el financiamiento de los gastos e inversiones
del Estado dentro de los conceptos de justicia y equidad (C.N. art. 95, § 9). Cabe señalar que en
Colombia, como Estado democrático, se ha asignado la función impositiva al órgano de poder
legislativo representado por el Congreso, a partir de ello en el artículo 150 de la Constitución en
sus artículos 11 y 12 se asigna como función de Congreso fijar las rentas nacionales y las
contribuciones fiscales, ello se refuerza en su artículo 338 en donde se faculta para imponer
contribuciones fiscales en tiempos de paz (Congreso, 1991).
Desde otra visión, cabe resaltar que, la Constitución Política establece algunos principios básicos
para proteger al sujeto que paga los impuestos y velar por el buen funcionamiento de las entidades
que los recaudan. Estos principios son la eficiencia, para no cambiar el desempeño económico del
país; la equidad, para evitar cargas excesivas a los contribuyentes y la progresividad para gravar
con un mayor porcentaje a aquellas personas que cuentan con más recursos disponibles. De este
último principio surge la necesidad de mencionar que los impuestos pueden ser también
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regresivos, progresivos y proporcionales, lo cual es determinado por la incidencia de la capacidad
económica del pagador sobre la base gravable (Javeriana, 2020).
Cabe aclarar que, la potestad fiscal no es absoluta e ilimitada al Congreso dado que si bien para la
creación de impuestos, tasas y contribuciones, las iniciativas puede provenir del Congreso, para
decretar exenciones sobre las mismas, la iniciativa legislativa es exclusiva del gobierno nacional
(Julián et al., 2006). Así mismo, los impuestos establecidos en los departamentos son
determinados por las Asambleas Departamentales, y los impuestos que se cobran a nivel
municipal son establecidos por los Concejos Municipales. (Javeriana, 2020)
Ahora bien, la última versión registrada es el Decreto 624 de 1989 “por el cual se expide el
Estatuto Tributario de los Impuestos Administrados por la Dirección General de Impuestos
Nacionales” allí se contemplan las directrices que rigen el sistema tributario colombiano
actualizado en cada momento en que entra en vigor reformas a la estructura tributaria, tanto del
orden nacional como lo reglamentado en el orden departamental o municipal. Para ilustrar mejor,
es oportuno indicar que el sistema está determinado por tres sujetos pasivos siendo los
contribuyentes, responsables y sinónimos definidos en términos generales como los responsables
directos del pago o sobre quien surge la obligación sustancial.
Por otro lado los impuestos existentes en Colombia actualmente pueden ser clasificados en 5
categorías: Impuestos directos, impuestos indirectos, nacionales, departamentales y municipales.
Cabe aclarar que, los impuestos directos son aquellos que gravan directamente a la persona
natural o jurídica, por ejemplo, impuestos de renta, industria y comercio, predial o de vehículos.
Por su parte, los impuestos indirectos no recaen sobre la persona sino sobre las transacciones que
este realice, es decir, grava la actividad y no al sujeto, ejemplo de ello es el IVA. (Impuestos
Directos e Indirectos, 2020)
Por otro lado, dado que el sistema fiscal en Colombia se caracteriza por ser descentralizado cada
entidad territorial recauda sus impuestos. Así entonces, los impuestos nacionales son aquellos

18
que se cobran por igual en todas las regiones del país y el encargado de su recaudo es el gobierno
nacional, por ejemplo el IVA o el impuesto a la renta (Reina et al., 2006). Por su parte, los
impuestos departamentales, como su nombre lo indica esta administrados por cada
departamento. Finalmente, los impuestos municipales recaudados en cada uno de los 1082
municipios del país y los impuestos distritales cobrados por distritos especiales por ejemplo los
distritos turísticos. (Reina et al., 2006)
Análogo a ello, se encuentran los impuestos distritales para el caso de los residentes de la capital
de país, Bogotá D.C, los principales en este caso son:
Tabla 1 Principales Impuestos Distritales
Impuesto de Industria y Comercio Grava toda la actividad industrial, comercial o
(ICA)

de servicios realizada en la ciudad

Impuesto de Delineación Urbana

Surge a partir de expedición de la licencia para
la construcción, ampliación, modificación,
adecuación

y

reparación

de

obras

y

urbanización de terrenos
Impuesto Predial Unificado

Grava anualmente la posesión de inmuebles

Impuesto de Sobretasa a la gasolina

Porcentaje agregado al consumo de gasolina

Impuesto sobre vehículos automotores

Es de carácter directo y se cobra sobre los
vehículos que se encuentren matriculados en
Bogotá

Impuesto sobre espectáculos públicos

Se grava sobre eventos públicos, rifas o
espectáculos

Fuente: Elaboración propia con base en (Reina et al., 2006)

A partir de lo anterior, surge la pregunta de ¿a dónde va el dinero recaudado a partir de los
impuestos? Pues bien, este va a la entidad local o nacional que representa el poder ejecutivo, quien
es la encargada de manejarlo. En el caso de los impuestos nacionales, la entidad es la DIAN,
vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, mientras que los impuestos locales van a
las Gobernaciones y Alcaldías. Por su parte el dinero recaudado se utiliza principalmente para el
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gasto público del país, es decir, para garantizar los derechos de los ciudadanos y proveer bienes y
servicios para el beneficio de la población (Javeriana, 2020).
Si bien es cierto que a lo largo de los años, los impuestos en el país han sufrido diversas reformas,
en el siglo XX hubo más de 20 reformas tributarias y en la última década el gobierno ha realizado
más de 12 reformas tributarias con el fin de financiar las crisis económicas ocurridas o con el fin
de dar factibilidad a sus planes de desarrollo (Sanchez, 2020), de las cuales se presenta una
síntesis de las reformas realizadas en las últimas 2 décadas en la tabla 2.
Tabla 2 Reformas tributarias en Colombia en las últimas dos décadas
Ley

Objetivo de la reforma

Ley 633 de 2000

Gravamen a los movimientos financieros con una tarifa de 3x1000

Ley 788 de 2002

Sobretasa de renta y tarifa de 20% para telefonía celular

Ley 863 de 2003

Ampliación de la base gravable del impuesto de renta y creación del
impuesto al patrimonio

Ley 1111 de 2006

Aumento en la reducción de renta por inversión y aumento del IVA al
16%

Ley 1370 de 2009

Aumento en el impuesto al patrimonio y reducción de renta por
inversiones

Ley 1430 de 2010

Eliminación en la deducción de reta por inversión y sobretasa al
consumo de energía en el sector industrial

Ley 1607 de 2012

Creación del impuesto sobre la renta para la equidad e impuesto en
las ganancias ocasionales

Ley 1607 de 2013

Creación del impuesto mínimo alternativo y simple (Iman – Imas)

Ley 1607 de 2014

Creación del impuesto a la riqueza y sobretasa al Cree

Ley 1809 de 2016

Aumento del IVA del 16% al 19%

Ley de

Reducción gradual del impuesto de renta y descuento del IVA por

Financiamiento de

adquisición de bines de capital

2018
Ley de crecimiento

Devolución del IVA para hogares vulnerables, tres días sin IVA al año

de 2019

y reducción en aportes a pensionados
Fuente : Elaboración propia con base en (Sanchez, 2020)
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1.3

El impuesto predial: enfoque rural

El impuesto predial en Colombia surge hacia 1887 a partir de la ley 48 la cual autorizaba a la
administración departamental para crear y recaudar el impuesto. Más adelante, en 1908 con la
Ley 20 se estableció el impuesto como renta propia departamental. En el siglo XX asumió algunas
modificaciones en las tarifas del impuesto y hacia 1951 con el Decreto Legislativo 2185 se asignó
como impuesto de carácter municipal, reforzado por la Constitución Nacional y su reiteración de
autonomía de las autoridades locales en materia tributaria (Tobón Zapata & Muñoz-Mora, 2013).
Actualmente, el impuesto predial en Colombia está determinado por la Ley 44 de 1990 por medio
de la cual “se dictan normas sobre catastro e impuestos sobre la propiedad raíz, se dictan otras
disposiciones de carácter tributario, y se conceden unas facultades extraordinarias”; en los
artículos tres y cuatro de dicha ley se establece que la base gravable del impuestos será el avalúo
catastral definido técnicamente por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) con base en la
norma de uso del suelo, la actividad económica del sector, las vías y su estado, los servicios
públicos disponibles, la topografía, entre otros. (UAECD, 2020).
Por su parte, la tarifa del impuesto es competencia de los concejos municipales y debe ser
diferencial y progresiva con base en los estratos socioeconómicos, los usos del suelo en el sector
urbano y la actualización de catastro y dicha tarifa debe oscilar entre el 1x1000 y el 16x1000 de
cada avalúo catastral. Por otra parte, para la vivienda popular y la pequeña propiedad rural
destinada a la producción agropecuaria se les aplicarán las tarifas mínimas que establezca el
respectivo Concejo. (Ley 44 de 1990, 1990)
Ahora, si bien el dinero recaudado a partir de los ingresos fiscales tiene como función financiar el
desarrollo y mantenimiento municipal – para este caso- En el artículo séptimo de la ley
mencionada anteriormente, establece que deberá destinarse por lo menos un diez por ciento de
lo recaudado para un fondo de habilitación de vivienda del estrato bajo de la población, que
carezca de servicios de acueducto y alcantarillado u otros servicios esenciales y, por otro lado, para
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la adquisición de terrenos destinados a la construcción de vivienda de interés social. (Ley 44 de
1990, 1990).
El impuesto predial en Colombia es la segunda principal fuente de ingresos municipales, después
del Impuesto de Industria y Comercio no obstante, se encontró que en un gran número de
municipios, “los recaudos por predial son inferiores a su potencial, debido al rezago en la
actualización de los avalúos catastrales, al bajo nivel de las tarifas nominales y a la existencia
de una brecha entre las tarifas nominales y efectivas” (Iregui et al., 2005).
1.4

Avalúo catastral

La resolución 70 de 2011 expedida por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi en febrero de 2011,
reglamenta la formación catastral, la actualización de la formación y la conservación catastrales
para Colombia. Así entonces, se define catastro como el inventario o censo de los bienes inmuebles
pertenecientes al Estado y a los particulares y cuyo fin es lograr su correcta identificación física,
jurídica, fiscal y económica. Por otra parte, en su artículo octavo define el avalúo catastral como
la determinación económica del mercado inmobiliario. (Resolución 70, 2011)
Por otra parte, determina los lineamientos y clasificación de los predios en la tabla 3:
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Tabla 3 Clasificación de los predios en Colombia
Predio

Características

Predio Rural

Ubicado fuera de los perímetros urbanos

Predio Urbano

Ubicado dentro del perímetro urbano

Predios Baldíos

Terrenos rurales que no han salido del patrimonio de la nación y
el Estado los reserva

Predios Ejidos

Terrenos urbanos que hacen parte del patrimonio de una entidad
territorial,

Predios Vacantes

Inmuebles que se encuentran dentro de territorio respectivo a
cargo de la Nación, sin dueño aparente o conocido

Urbanización

Fraccionamiento del inmueble en suelos urbanos o de expansión
urbana, pertenecientes a una o varias personas jurídicas o
naturales

Parcelación

Fraccionamiento del inmueble o conjunto de inmuebles rurales
pertenecientes a una o varias personas jurídicas o naturales

Propiedad Horizontal

Forma especial de dominio en la que concurren derechos de
propiedad exclusiva sobre bienes privados y derechos de
copropiedad sobre el terreno.

Fuente: Elaboración propia con base en: (Resolución 70 de 2011, 2011)

Cabe señalar que, el último decreto presentado por el gobierno nacional fue el Decreto 148 de
2020 presentado en el mes de febrero del mismo año y por medio del cual se modifica la Ley 1955
de 2019 y se reglamentan las disposiciones estadísticas del avalúo catastral, entre otros. En su
título 2, Artículo 2.2.2.1.1., se especifica que, el avalúo catastral es el valor de un predio, resultante
de un ejercicio técnico, no inferior al 60% del valor comercial o superior al valor de este último.
Para su determinación no resulta ser necesario calcular de manera separada el valor del suelo y el
de la construcción. (Decreto 148 de 2020, 2020)
Ahora bien, según información suministrada por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, tan solo
el 5% del país tienen un catastro multipropósito actualizado enfocado principalmente en Bogotá,
Cali, Medellín y Barranquilla, lo cual, ha llevado a la imposibilidad de planear un desarrollo
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organizado y sostenible, enfocado en quien más lo necesita (IGAC, 2019). Es por ello que, surge
la necesidad de no ligar el cálculo del impuesto predial a un sistema que hasta el momento resulta
ser ineficiente para la mayor parte del territorio nacional, especialmente en las zonas rurales.
1.5 Del territorio a la ruralidad
1.5.1 El territorio como construcción social
El territorio, como construcción social, se concreta a través de las acciones y decisiones de los
agentes. En particular, la relación social y productiva se desenvuelve a través de los procesos de
mercado que se evidencian en las formas de ocupación del suelo, y en la localización residencial y
de usos económicos. Estas formas motivan relaciones de oferta y demanda de bienes y servicios,
entre ellos el trabajo, que son lineamientos y determinantes fundamentales para la
reconfiguración o consolidación de las formas en que se desarrollan los procesos de
ordenamiento. A su vez, el territorio rural compila la trayectoria económica, cultural y social de
una región a partir de su rol en la sociedad.
Aun cuando se ahonda en esfuerzos por incentivar el desarrollo rural del país, las
transformaciones estructurales limitan la integración con las áreas urbanas para promover la
producción e inversión agrícola o industrial en la ruralidad, algunos de estos factores son la
disminución del peso de la agricultura en la economía junto con el incremento de la industria y
los servicios; la migración rural a las ciudades y el rápido crecimiento demográfico (CEPAL, 2019).
Adicionalmente, pese al postulado de que Colombia es un país descentralizado, las áreas rurales
se han visto rezagadas del resto del país, aun cuando más del 70% del suelo nacional pertenece a
áreas rurales. Adicional a ello, estas áreas se han visto azotadas por diversos factores exógenos a
sus territorios que afectan directamente su productividad y desarrollo territorial, en esta medida:
“El país ha afrontado violencia partidista, demagogia política de la izquierda y la derecha,
persecución a los gestores del desarrollo agropecuario por parte del Estado con imposiciones
fiscales, expropiaciones por el Estado y por los grupos armados que se camuflan con el argumento
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de defender a los campesinos, cuando realmente los oprimen y desplazan”. (Ignacio et al., 2011, p.
142)

A partir de ello surge la necesidad de reforzar el pacto con la ruralidad, comprender nuestros
orígenes y reconocer el territorio rural como fortaleza económica, identidad cultural y
compromiso social. La inversión demandada por las zonas rurales implica no solo a inclusión de
tecnologías y desarrollos económicos sino también el planteamiento de un modelo sostenible y
sustentable que conserve la esencia rural.
1.5.2 Clasificación de las áreas rurales
Los criterios de clasificación de las áreas rurales se encuentran determinados por su densidad
poblacional y se consideran municipios rurales aquellos con cabeceras con menos de 25.000
habitantes y densidades poblacionales de entre 10 y 100 habitantes por kilómetro cuadrado. Por
su parte, se considera rural disperso los municipios con densidad poblacional menor a 50
habitantes por kilómetro cuadrado; este último, según datos del Departamento Nacional de
Planeación, corresponde al 64,9% del territorio nacional y se considera que más del 23,7% de la
población vive en estas zonas rurales. (Departamento Nacional de Planeación, 2015)
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Ilustración 1. Mapa clasificación de la ruralidad en Colombia

Fuente: Departamento Nacional de Planeación (2015) https://bit.ly/3p3yPVK

Un problema latente con respecto a la tierra es la alta informalidad, dado que, aunque muchos
habitantes de las zonas rurales tienen acceso a ella, no gozan de los derechos o garantías ofrecidas
por el Estado siendo que no poseen el título de propiedad de la tierra. Con esto, son más
vulnerables al despojo y se disminuyen las posibilidades de desarrollo o inversión en respuesta a
las barreras para tomar decisiones o acciones sobre el territorio. Según estudios desarrollados por
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el (Departamento Nacional de Planeación, 2015) para 2014, tan solo el 6% de los municipios
tienen un nivel de formalidad mayor al 75%, como se ilustra en la Tabla 4.
Tabla 4 Distribución de los municipios por formalidad de los predios
Categorías

Grado de Formalidad de los predios

municipales

0 a 25% 25 a 50%

Total

50 a 75%

75 a 100%

Sin

Sin

Catastro

inform.

181

325

276

71

79

190

16%

29%

25%

6%

7%

17%

Municipios
Distribución

Fuente: Elaboración propia con base en (Departamento Nacional de Planeación, 2015)

1.5.3 Uso y vocación del suelo rural.
Según los datos presentados en el tercer Censo Nacional Agropecuario de 2014, cuyo boletín fue
presentado en el año 2015, la cobertura del uso del suelo se distribuye: 50,6 % en bosques
naturales, 40,6 % a usos agropecuarios, 7,2 % a usos no agropecuarios y 1,5 % a desarrollos
urbanos. Por su parte, la vocación del suelo ha presentado avances paulatinos, pero no suficientes
para lograr un desarrollo significativo en el sector pues si bien, según los estudios presentados,
hubo un aumento en las áreas agrícolas, también hubo una reducción en los cuerpos de agua y un
aumento significativo en la minería y pastizales, lo cual se traduce en una deforestación y
detrimento de los servicios ecosistémicos. (Departamento Nacional de Planeación, 2015)
La presencia del sector agropecuario ha presentado un crecimiento leve y poco significativo en la
última década según las Cuentas Nacionales presentadas por el DANE como se puede evidenciar
en la ilustración 2. Los estudios sugieren que, la participación de este sector con respecto al PIB
nacional es mínimo en respuesta a la subutilización del suelo o uso en otras actividades como, por
ejemplo, la minería en cuanto a que es una actividad netamente rural y en los últimos años, ha
entrado en conflicto con las actividades agropecuarias en muchas zonas del país, principalmente
por el uso del agua, del suelo y de la mano de obra. (Ocampo, 2014)
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Ilustración 2. Crecimiento del PIB y del Sector Agropecuario 2010-2020-2
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Fuente: Elaboración propia con base en Cuentas Nacionales del DANE (2020)

Por su parte, los estudios manifiestan tres tipos de conflictos intersectoriales en el territorio que
inciden directamente sobre las zonas rurales. El primero representa un conflicto de intereses
entre partes que buscan una intervención productiva y social sobre un mismo territorio, estos
conflictos a su vez se encuentran reforzados normalmente por intereses políticos y económicos,
lo cual deriva la subutilización y sobreutilización del suelo.
En ese orden de ideas, según datos del IGAC, el 13% de suelos con vocación agrícola son
subutilizados con actividades diferentes, en mayor parte, pastizales destinados a la ganadería,
mientras que el 15% del territorio es sobre utilizado, lo cual genera no solo insostenibilidad sino
rezagos en el posible desarrollo de la región. Sumado a lo anterior, se ha forjado una expansión
de la frontera agrícola hacia las zonas boscosas, lo cual trae como consecuencia que, de los suelos
de conservación, aunque 13 millones de hectáreas posean usos agropecuarios, en 935 mil se
desarrollen actividades extractivas. (Departamento Nacional de Planeación, 2015)
El segundo conflicto intersectorial hace referencia a las prioridades de explotación del territorio
pues en diversas situaciones prevalecen los intereses económicos o políticos antes que los
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intereses de la comunidad que habita dicho territorio. Así, se atenta contra su identidad y cultura
y no se aplica la democracia, sino que se desarrollan actividades de infraestructura que discrepan
de los intereses de la comunidad, esto genera no solo incomodidad entre los habitantes sino
también, conflictos socio ambientales.
El tercer conflicto surge a partir de “las superposiciones e inconsistencias en la normativa
existente, que hace difícil la definición de usos en el territorio y da lugar a conflictos entre
instrumentos o a la no aplicación de estos” (Departamento Nacional de Planeación, 2015, p. 235).
Lo anterior se traduce en la presencia de numerosos decretos, instrumentos e instancias que
intervienen directamente sobre el Plan de Ordenamiento Territorial pero muchas veces son
inviables o no consideran otras normativas o aspectos relevantes.
Ahora bien, en los conflictos de uso del suelo se resalta la sobreutilización y subutilización
traducido en un deficiente aprovechamiento de los recursos y diferencia significativa con su uso
potencial, como se evidencia en la ilustración 3. Según la UPRA, en el país solo 20 millones de
hectáreas son idóneas para la ganadería y, por ende, para los pastizales, no obstante, la mayor
parte de las tierras fértiles se usa en esta actividad. Por su parte, cerca de 21,5 millones de
hectáreas deberían destinarse al sector agrícola y 14 millones de hectáreas para plantaciones
forestales (Departamento Nacional de Planeación, 2015). Finalmente, el 10,5% de los predios
rurales son de destino habitacional, con un 2,7% del área nacional rural. (UPRA, 2016a)
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Ilustración 3. Conflictos en el uso de la Tierra

Fuente: Departamento Nacional de Planeación (2015) https://bit.ly/3p3yPVK

Estos problemas de uso y vocación de la tierra se refuerzan con la informalidad de la tierra en la
medida que, según el diagnóstico de la Estrategia social de la propiedad, “se puede decir que la
tenencia de la tierra es a la vez informal, desordenada y sin garantías de seguridad jurídica”
(DNP, 2015). Lo anterior dado que menos del 6% de los municipios nacionales poseen un grado
de formalidad total mientras que el porcentaje restante no posee actualización catastral o registros
que permitan ordenar el territorio a partir de la vocación real del suelo.
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1.5.4 Desigualdad Territorial
La distribución de la tierra en Colombia es ineficiente e inequitativa pese a los esfuerzos del
Gobierno Nacional por disminuir la brecha de inequidad, otorgando predios a familias
campesinas y comunidades pertenecientes a minorías. El campo colombiano se caracteriza por
sus altos índices de concentración de la propiedad de la tierra y por poseer los mayores índices de
pobreza del país con un Gini cercano al 0,86 y en aumento, y con el agravante de que en el 63%
de los predios del país son microfundios con menos de 3 hectáreas de tierra disponible y en la
mayoría de los casos con un uso del suelo diferente a su potencial. (Ocampo, 2014)
El sector agropecuario es uno de los que abarca la mayor parte de acumulación de tierras siendo
que, según datos de la UPRA (2016), el 76,6 % de los predios tiene un solo propietario, como se
evidencia en la Ilustración 4, lo cual corresponde a un 78,6 % del área disponible. Adicionalmente,
según el Censo Agropecuario de 2014, el 0,02 % de los predios con más de 1.000 hectáreas
concentran el 74 % del área agropecuaria, y 70 % de los predios con menos de 5 hectáreas poseen
solo el 2 % de la superficie, y ello por lo general son tierras de mala calidad, en las laderas y
expuestas a las inundaciones. (Salomón Kalmanovitz, 2019)
Ilustración 4. Número de propietarios por predios agropecuarios en Colombia
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2 propietarios

Mas de 3 propietarios

Fuente: Elaboración propia con base en (UPRA, 2016a)
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Según Kalmanovitz, es rentable acumular tierras porque no hay que pagar impuestos sobre ellas,
expresaba que, “un propietario de 10 hectáreas tiene entonces la disyuntiva de pagar su
impuesto o tomarse una gaseosa” (Salomon Kalmanovitz, 2006). Con ello en mente, postulaba
que el problema de fondo era la ausencia de instituciones fuertes y soberanas que mitigaran la
evasión del impuesto y ajustaran tarifas justas que desincentivaran la acumulación de la tierra.
Así mismo, que brindaran garantías a los habitantes rurales para suprimir las amenazas derivadas
del conflicto armado. (Salomón Kalmanovitz, 2019)
En cuanto a la curva de Lorenz, se encuentra que este indicador se sitúa en 0,8789; esto refuerza
el resultado del índice Gini que manifiesta una alta desigualdad en la distribución de la tierra.
Adicional a ello, se tiene que
“El 10 % de los propietarios que menos tienen acumulan en total 14.263 ha, las cuales representan
el 0,028 % del área total de análisis, mientras que el 10 % que más tienen acumulan 41,1 millones
de ha, lo que representa el 81,8 % del área total de análisis.” (UPRA, 2016a, p. 115)

Por su parte, se tiene que en tan solo 3 departamentos del país se tiene un nivel de desigualdad
medio, siendo estos Vaupés, Guaviare y Caquetá y en los restantes se posee un nivel de
desigualdad alto, como se evidencia en la Ilustración 5.
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Ilustración 5. Índice de Gini por departamentos (2014)

Fuente: UPRA (2016a) https://bit.ly/38xChlS

La síntesis de los indicadores de distribución a nivel nacional se expone en la Ilustración 6; en
todos ello se evidencia y se reafirma la alta inequidad en la distribución de la tierra. Ello en
respuesta, entre otros factores, del desempeño fiscal y las secuelas del conflicto armado en el país.
De esta manera, los esfuerzos deben ahondarse en un acuerdo de paz confiable y una política fiscal
eficiente y equitativa que minimice los resultados actuales que demuestran que en las zonas donde
hay mayor realidad, el desempeño fiscal es menor y garantice la permanencia en el campo a sus
habitantes (Ocampo, 2014).
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Ilustración 6. Síntesis de los indicadores de distribución a nivel nacional

Fuente: Elaboración propia con base en (UPRA, 2016a)

1.5.5 Unidad Agrícola Familiar (UAF)
Las Unidades Agrícolas Familiares son definidas en la Ley 160 de 1994, artículo 38, como “la
empresa básica de producción agrícola, pecuaria, acuícola o forestal cuya extensión, conforme
a las condiciones agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la familia
remunerar su trabajo y disponer de un excedente capitalizable que coadyuve a la formación de
su patrimonio.”(Ley 160 de 1994, 1994) con la finalidad de mejorar la calidad de vida de los
habitantes del sector rural en el país.
Las UAF tienen su origen en la Ley 135 de 1961 donde son concebidas como predios habitados que
brindaban las condiciones básicas de sostenimiento a las familias, a partir del trabajo allí
desarrollado. Posteriormente, en la Ley 30 de 1988 se hizo hincapié en la actividad económica o
trabajo desarrollado por la familia fijando unos ingresos máximos de 3 SMMLV. Su última y
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vigente modificación se contempla en la Ley 160 de 1994 mencionada anteriormente, en la cual
se agrega el componente tecnológico en su definición. Dicha ley ha sido complementada con
instrumentos normativos como los acuerdos 202, 037, 203 y 192 de 2009 en los cuales se
reglamenta su metodología de cálculo y otras disposiciones referentes a los baldíos reservados.
Más adelante, las resoluciones 1132 y 1133 de 2013 se enfocan en el desarrollo rural con equidad
trayendo a colación los conceptos de UAF predial y UAF promedio en instituciones de
administración de tierras (IAT).
A partir de lo anterior, surge el concepto de Unidad Agrícola Familiar promedio municipal
(UAFpm) descrito en la Ley 505 de 1999 cuyo objetivo es la estratificación rural calculada por las
Unidades municipales de asistencia técnica agropecuaria (UMATA), e informadas al DNP; esta
estratificación se realiza a centros poblados y zonas rurales para el cobro de los servicios públicos
domiciliarios. Cabe señalar que, los cálculos disponibles de UAFpm se encuentran disponibles para
867 municipios distribuidos en 28 departamentos. (UPRA, 2016b)
Comprender el concepto de las UAF y su papel en la economía y desarrollo agrícola, es de gran
relevancia pues permite reconocer los actores del campo y su categorización y papel en el
territorio. Si bien, su objetivo general se centra en eliminar el fraccionamiento antieconómico y la
concentración inequitativa de la propiedad rural (UPRA, 2016b), su introducción es también una
pieza clave en el territorio en aras de promover el desarrollo sostenible y sustentable basado en
la reforma agraria que demanda el campo colombiano. Lo anterior, desde el reconocimiento de la
sinergia entre el ordenamiento social de la propiedad y el desarrollo rural a partir de la vinculación
entre los bienes y servicios en el área rural. (UPRA, 2017)
1.5.6 Retos de la planeación y el ordenamiento territorial
Según la normativa nacional vigente, cada municipio debe desarrollar su plan de ordenamiento
territorial, cabe señalar que, según el tamaño de la población, este recibe una denominación
diferente. Así, para una población con más de 100 mil habitantes se desarrolla el llamado POT,
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para municipios con entre 30 mil y 100 mil habitantes se debe elaborar un Plan básico de
Ordenamiento Territorial (PBOT) y para municipios con menos de 30 mil habitantes un Esquema
Básico de Ordenamiento Territorial (EBOT). (Ocampo, 2014)
Ahora bien, los estudios sugieren que las políticas y alternativas presentadas hasta el momento,
no han sido efectivas para garantizar un desarrollo sostenible en el campo colombiano. Las
estrategias de desarrollo deben ser transversales y centrar sus esfuerzos en fortalecer las
instituciones, fomentar la inversión y el desarrollo agropecuario a partir de herramientas
tecnológicas y paulatinamente disminuir la brecha de inequidad que caracteriza las zonas rurales.
La metodología de desarrollo planteada por el equipo liderado por José Antonio Ocampo en la
Misión Rural, plantea 5 áreas de acción para promover un desarrollo integral y sostenible que
trascienda de lo rural a lo agropecuario. Esta visión contempla el cierre del déficit a partir de la
dotación de bienes de interés social; la inclusión productiva a partir de la integración de los
pequeños productores; el desarrollo de una ruralidad competitiva que contemple la innovación,
ciencia y tecnología; la sostenibilidad ambiental que mantenga y mejore el patrimonio del país y
una reforma institucional que fortalezca los programas de desarrollo rural. (Ocampo, 2014)
Ahora bien, el ideal de desarrollo a partir de la colaboración entre instituciones, se ve rezagado
por algunos problemas en la implementación de esquemas asociativos territoriales, estos
problemas pueden resumirse en la Ilustración 7. Estas problemáticas normalmente se ven
reforzadas en los municipios por la falta de participación ciudadana o la falta de gestión en las
políticas públicas planteadas. A raíz de ello surgen también conflictos territoriales donde entran
en juego intereses particulares que atrasan el desarrollo municipal.
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Ilustración 7. Problemas en la implementación de los esquemas asociativos territoriales

Fuente: Elaboración propia con base en (Departamento Nacional de Planeación, 2015)

Finalmente, el aspecto fiscal es relevante y determinante en el compromiso con el desarrollo rural.
Es por ello que, las políticas tributarias deben velar por la equitativa y eficiente distribución de los
recursos y la disminución del acaparamiento de tierras. En respuesta a ello, Ocampo propone
agregar un impuesto predial altamente progresivo, que incentive el buen uso del suelo, es decir,
castigue las tierras ociosas y sea también más gravoso para las tierras con vocación agrícola que
no se utilicen como tales. (Ocampo, 2014)

2. Antecedentes
Los estudios en torno al impuesto predial en Colombia son múltiples en cuanto a su impacto sobre
los ingresos municipales, su potencial de recaudo y evolución a lo largo de los años. Estos estudios
permiten obtener un sondeo sobre su eficiencia e impacto sobre los ingresos de los municipios y
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conocer su trayectoria, acogida y principales problemáticas generales. No obstante, cabe señalar
que son pocos o casi nulos los estudios del impuesto predial sobre las áreas rurales del país, esto
pese a que este impuesto se posiciona como una de sus principales fuentes de ingresos.
Es por ello, que las criticas giran en torno a la discusión que concibe este tributo como un impuesto
para la propiedad urbana, indeterminando la propiedad rural, la cual, de forma genérica, es
gravada por las administraciones tributarias municipales a partir de tarifas diferenciales
favorables, que excluyen la heterogeneidad que posee el suelo rural. (Montaña, 2018)
En este orden de ideas, el estudio realizado en el año 2003 por Iregui, Melo y Ramos, presenta un
análisis de la evolución, comportamiento y tarifas del impuestos, a partir del objetivo de presentar
el mecanismo óptimo para maximizar su potencial de recaudo conforme a la legislación vigente
en la época y con base en un estudio realizado en 309 municipios del país acerca de la tributación
per cápita sin dejar de lado la actualización catastral y los rezagos existentes. (Iregui-Bohórquez
et al., 2003)
En dicho estudio señalan que entre los años 1990 y 2001, los impuestos locales más importantes
fueron el predial y el de industria y comercio, los cuales aportaron en promedio el 75% del total
de las rentas tributarias. (Iregui-Bohórquez et al., 2003). Adicionalmente, refuerzan la hipótesis
de que el impuesto predial representa más del 50% de las rentas tributarias, según los resultados
de cerca del 50% de los municipios estudiados, tal como se evidencia en la Ilustración 8.
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Ilustración 8. Recaudo Predial / Ingresos Tributarios (1990-2001)
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Los autores hacen hincapié en los efectos de la descentralización en cuanto al bajo dinamismo de
la tributación municipal en respuesta al aumento de las transferencias en este periodo. Esto
sustentado como un desincentivo por parte de los gobiernos locales a diversificar sus ingresos.
Aun así, para el caso del impuesto predial en Bogotá, ilustran cómo la evolución de los ingresos
tributarios con respecto al porcentaje del PIB tuvo una tendencia creciente, teniendo que en el
año 1990 representaban cerca del 6% y hacia el año 2001 el 18% de los ingresos tributarios de la
capital.
Lo autores concluyen que, existen serios problemas de gestión y administración tributaria, dados
los altos índices de evasión y corrupción presentados en las múltiples exenciones, y reducciones
especiales en la tarifa y en el valor del impuesto predial que las entidades encargadas realizan a
predios específicos con base en sus intereses (Iregui-Bohórquez et al., 2003). Este problema no
ha sido mitigado en nuestros tiempos, pues aún es evidente la incidencia que estas problemáticas
traen sobre los ingresos municipales, así como también, permiten cuestionar la veracidad y
eficiencia de la legislación en cuanto a recaudo y monto gravable pues sus variaciones y exenciones
hacen que, como muchos otros tributos, posea resultados inviables.
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Estudios posteriores en materia tributaria realizados sobre América Latina, analizan cuál es la
metodología de recaudo del impuesto predial en 13 países del continente – incluido Colombia con base en encuestas realizadas en la web del Lincoln Institute of Land Policy. En dicho estudio
realizado en el año 2010 por De Cesare, se evidencia que, gran parte del problema gravita en su
metodología de recaudo. Además, menciona que, el común denominador del impuesto en estos
países se centra en el interés por reducir el precio del suelo, incentivar el desarrollo urbano,
disminuir la acumulación de espacios vacantes y recuperar la plusvalía del suelo (De Cesare,
2010). A pesar de ello, estos resultados tienen un impacto mínimo sobre los resultados del recaudo
del impuesto.
Adicionalmente, en la mayoría de los países, el impuesto predial representa en promedio tan solo
el 1.6% de la carga tributaria, excepto en Colombia y Chile, pues este impuesto abarca el mayor
porcentaje del Producto Interno Bruto (De Cesare, 2010). Finalmente, su conclusión no es lejana
de los otros estudios nacionales realizados, pues propone que, para garantizar la equidad,
eficiencia y efectividad del impuesto predial se debe “reducir la cantidad excesiva de exenciones,
la concesión de amnistías y/o descuentos, o la falta de transparencia de los sistemas.” (De
Cesare, 2010, p. 32)
Por su parte, Tobón-Zapata y Muñoz (2013) presentaron un estudio de la relación entre el
impuesto predial y la inversión de los municipios de Antioquia. Esta investigación es de utilidad
en cuanto a que permite obtener un sondeo de la incidencia del impuesto sobre los ingresos
municipales y, por ende, sobre su inversión, teniendo en cuenta que, los resultados de su
investigación demuestran que solamente existe una relación positiva entre el impuesto y el
desarrollo de infraestructura, mientras que para salud y educación la relación es nula o negativa.
A partir de ello, surge el interrogante de ¿a qué debe destinarse y a qué se destinan los ingresos
por concepto de impuesto predial en los municipios? Según los autores, la hipótesis central
propone que los municipios con altas tasa de recaudo por impuesto predial destinan sus recursos
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a la libre inversión, es decir, al tener autonomía de decisión centran su inversión en desarrollo en
áreas como educación y salud, entre otras. (Tobón-Zapata & Muñoz-Mora, 2013)
No obstante, a partir de sus resultados y lo evidenciado en otras ciudades del país, debe dirigírsela
discusión en torno a la respuesta de la pregunta inicial y vigilar las decisiones locales,
brindándoles autonomía, pero también cierto grado de responsabilidad que garantice que los
recursos recaudados no se desvíen y que se inviertan en otros sectores importantes, como es el
sector agrícola.
En la misma línea de investigación y en el mismo periodo de tiempo, Díaz & Bayona (2013) expone
los problemas del impuesto predial, pero esta vez se enfoca en el área rural. Los autores expone
que, las rentas provenientes de este impuesto se encuentran afectadas por la falta de actualización
del avalúo catastral y su nivel de tarifas nominales, adicional a ello, explica que, su evolución se
ha visto afectada por factores económicos, políticos, geográficos e institucionales (Díaz & Bayona,
2013). Lo anterior como consecuencia de la gran concentración de tierras en manos de algunos
terratenientes, ello en respuesta al conflicto armado y los desplazamientos forzados en los
territorios rurales.
La autora sustenta su argumento a partir de estudios preliminares sobre el uso de la tierra, los
cuales exponían que, de un promedio de 80 millones de hectáreas rurales, 40 millones se dedican
a ganadería pese a que no es su vocación y sus tierras son fértiles para diversos cultivos; 4 millones
a la agricultura y el resto, es decir, cerca de 36 millones de hectáreas, son improductivas (Díaz &
Bayona, 2013). En concordancia, la problemática se enfoca no solamente en la acumulación de
tierras en manos de pocos terratenientes, sino también en el uso del suelo en actividades ajenas a
su potencial productivo. Así mismo, la necesidad de discurrir los objetivos económicos de las
autoridades locales conforme a sus relaciones intergubernamentales y la manera en que ello
incide sobre las decisiones fiscales. (Iregui et al., 2005)
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En cuanto a la incidencia del gravamen, cabe señalar que (Díaz & Bayona, 2013), destacan tres
enfoques diferenciados expuestos en la Ilustración 9, de acuerdo a la forma en que el impuesto
recae sobre los agentes económicos, este aporte es valioso para los fines de la investigación en la
medida que brinda tres visiones diferentes para concebir este tributo, paralelo a la concepción
original del impuesto predial que lo describe como un impuesto progresivo “en la medida en que
propiedades de mayor valor en general tienden a pagar un mayor porcentaje de tributo”
(Humberto et al., 2018, p. 55).
Ilustración 9. Incidencia del gravamen

Enfoque
Tradicional

•Argumenta que el predial es un impuesto regresivo por cuanto los dueños de
propiedades de alto precio pagan un porcentaje menor que los propietarios de
viviendas de menor valor
•Expone que, el capital es un factor móvil y elástico, por lo que el impuesto no afecta su
rendimiento neto pero sí afecta el consumo.

Enfoque de la
Nueva Visión

•Argumenta que el impuesto es progresivo por cuanto los dueños de capital asumen la
mayor parte del impuesto
•Manifiesta que, el impuesto afecta la rentabilidad del capital invertido en vivienda, lo
que al final se expresa en una reducción del rendimiento de todo el capital de la
economía

Enfoque del
principio del
beneficio

•Argumenta que el impuesto predial debe ser visto como un precio o una tasa por los
bienes públicos recibidos y no como un tributo
•Expone que el impuesto a la propiedad se capitaliza en el valor de la vivienda y dicha
capitalización es suficiente para convertir el impuesto a la propiedad en un impuesto
de beneficio

Fuente: Elaboración propia con base en (Díaz & Bayona, 2013)

Cabe señalar que, en este documento es también reiterativo el hecho de que la información
catastral de los predios no se encuentre actualizada, dado que ello representa una desventaja
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significativa para conocer el verdadero valor y estado de los predios. Alrededor de ello, enfatiza
en la utilidad del impuesto predial a fin de mitigar la brecha de desigualdad, no obstante
“[El impuesto predial] tiene limitaciones por la sobrerrepresentación y el poder político que ejercen
los grandes propietarios en los concejos municipales y el Congreso de la República. Las tarifas que
se han fijado como mínimas siguen siendo muy bajas como para que tengan efecto sobre la
desigualdad anotada” (Díaz & Bayona, 2013, p. 68).

En el mes de octubre de 2016, la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria, UPRA, desarrolló
el “Seminario Internacional sobre el Impuesto Predial a la Propiedad Inmueble Rural como
Mecanismo de Gestión y Financiación al Territorio Rural” en donde expertos de tres países
americanos participaron y presentaron el alcance y papel del impuesto predial en cada uno de sus
países para a partir de ello, generar contribuciones de desarrollo y gestión del impuesto en
Colombia.
Entre las problemáticas principales concluidas para Colombia, se encontró la desactualización del
sistema catastral, la asimetría de información y la ineficiente recaudación por parte de los entes
territoriales. Por su parte, expusieron el impuesto predial como una herramienta favorable para
la redistribución de la riqueza concentrada en propiedades y como un instrumento propicio para
orientar el eficiente uso del suelo en beneficio e incentivó del sector agropecuario. (UPRA, 2016c)
Los resultados sugieren la necesaria descentralización del impuesto a partir de mayor autoridad
a los gobiernos locales en cuanto a la administración del impuesto, así mismo la necesidad de
actualizar el catastro no solo para estructurar la base del impuesto sino para reconocer el territorio
nacional. Finalmente, enfatizaron en la necesidad de que el impuesto se vea reflejado en las
inversiones hechas en los municipios de manera que los ciudadanos perciban un incremento en
su patrimonio y cese la evasión del impuesto y, así mismo, que dichas inversiones beneficien y
mejoren las condiciones de los habitantes del campo (UPRA, 2016c).
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Por su parte, el estudio desarrollado en el año 2016 por la UPRA, titulado “Impuesto predial rural
para el desarrollo del campo”, sugiere un comportamiento heterogéneo entre los municipios de
Colombia, falseando la hipótesis de homogeneidad en el cálculo del impuesto mencionado en
estudios preliminares. Lo anterior, en respuesta a la acumulación de las tierras, la concentración
política y el conflicto armado latente en el país.
Las estadísticas descriptivas expuestas por Marta Villaveces, de los años 1998 a 2010 evidencian
un fuerte rezago en el cálculo y recaudo del impuesto en la medida que, sumado a los datos
heterogéneos, se evidencia una amplia brecha de desigualdad con respecto a la distribución de la
tierra, lo cual se evidencia en la Ilustración 10.
Ilustración 10. Estadísticas descriptivas del desempeño del impuesto predial rural

Fuente: Elaboración propia con base en (Villaveces Niño, 2017)
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La síntesis general del estudio establece que, el impuesto predial en los municipios se ve afectado,
entre otros factores, por la concentración política, en la medida que, el recaudo es más eficiente
en entornos de concentración económica y menos eficiente en entornos de concentración política
o con problemas relacionados con grupos armados. Al mismo tiempo, el rezago catastral explica
gran parte del desempeño diferenciado del impuesto, lo cual, reafirma el impacto negativo de la
concentración política mencionada, siendo que ello representa la defensa de intereses privados
de los dueños de la tierra y a su vez, la homogénea tarifa nominal lo cual rechaza la hipótesis de
progresividad en la tasa del tributo (Villaveces Niño, 2017).

3. Metodología
3.1 Método científico
Una vez expuesta la teoría referencial y los antecedentes recientes en torno al impuesto predial en
las zonas rurales, se presenta a continuación el procedimiento para la definición de la propuesta
metodológica, variables seleccionadas y análisis. Cabe resaltar que, el método empleado para los
fines pertinentes son de tipo hipotético deductivo cuya base es de carácter documental y
conceptual siendo así un tipo de investigación descriptiva, explicativa y propositiva, a fin de
desarrollar el objetivo general de proponer una metodología de cálculo del impuesto predial rural
en razón a la vocación y uso del suelo.
La metodología presentada está condicionada por la disponibilidad de la información a nivel
nacional y distrital, tanto para la selección de las variables como el cálculo y aplicación de la
metodología en el área de estudio seleccionada. Así mismo, las relaciones analíticas e
interpretaciones serán expuestas en el capítulo siguiente y constituyen el referente comparativo
con la metodología utilizada actualmente en el cálculo del impuesto predial.
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3.2 Selección de Variables para la construcción de la propuesta metodológica
De acuerdo con el objetivo general de la presente investigación, grosso modo, la metodología a
proponer debe enfocarse en mitigar la acumulación de tierras e incentivar el sector agrícola. Es
por ello que, luego de analizar las fuentes bibliográficas y las perspectivas de los diferentes
autores, se encuentra que, es oportuno contar inicialmente con una base gravable para cada
predio rural de acuerdo con su tamaño y estrato socioeconómico.
Cabe aclarar que, actualmente la base gravable para el cálculo del impuesto predial – en zonas
rurales - es el avalúo catastral realizado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi; no obstante,
como se mencionó en otras secciones, el avalúo catastral no se encuentra actualizado para la
totalidad de los predios del país, haciendo hincapié en que las zonas rurales son las que presentan
un mayor porcentaje de predios sin su respectivo avalúo. Es por ello que, con la presente
metodología se pretende no depender de dicho avaluó catastral. En cambio, proponer una tabla
general de fácil comprensión y cálculo que pondere el valor del predio con base en el estrato
socioeconómico definido preliminarmente. Con ello no solo se facilita el proceso, sino que se hace
accesible y transparente para toda la población y al mismo tiempo se incluye la caracterización
social y económica de los agentes evitando sesgos en la metodología.
Posteriormente, una vez sea determinada la base gravable del impuesto, se debe determinar su
tarifa para lo cual se han dispuesto dos aspectos: la vocación del suelo y el uso o función actual
del suelo. Lo anterior en concordancia con lo expuesto en los capítulos preliminares que buscan
incentivar el aprovechamiento y desarrollo de los recursos agrícolas que posee el país. Así mismo
mitigar la sobreutilización y subutilización del suelo en actividades no productivas o de
explotación minera o forestal. Finalmente, y de forma paralela, se pretende desincentivar la
acumulación de tierras como mecanismo para promover la equidad y la justicia en el país. Así las
cosas, la tarifa medida en porcentaje por mil que se aplicará sobre la base gravable, será el
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resultado de la adición de los valores obtenidos a partir de cada uno de los dos componentes
descritos como vocación del suelo y uso del suelo.
3.3 Análisis de las variables

3.3.1 Determinación de la base gravable
La base gravable de un tributo es el valor sobre el cual se aplicará la tarifa del impuesto, para este
caso, la tarifa del impuesto predial. Actualmente, la base gravable del predial es el avalúo catastral
del predio. Cabe aclarar que, para aquellos dominios que aún no poseen avaluó, la base gravable
es el valor que mediante auto avalúo establezca el contribuyente, según lo expresa la Secretaría de
Hacienda Distrital. Ahora bien, con el fin de no depender de dicho avalúo y simplificar el proceso,
se elabora una tabla que permite conocer el valor de la base gravable según el estrato
socioeconómico. Esto con el fin de considerar las condiciones económicas del agente gravado por
el impuesto y la característica del predio a partir de su área construida o área de terreno por metro
cuadrado como se expresa en la Tabla 5.
Tabla 5. Base gravable según la propuesta metodológica

ESTRATO

VALOR

POR

METRO

CUADRADO DE TERRENO

VALOR

POR

CUADRADO

METRO
DE

CONSTRUCCIÓN
1

8

10

2

12

14

3

17

20

4

33

40

5

43

47

6

75

80

Fuente: Elaboración propia con base en la metodología de cálculo actual de la SDH

Para el año 2020, el valor de una Unidad de Valor Tributario (UVT) se sitúa en $35.607 con base
en la resolución DIAN 000084 del 28 de noviembre de 2019. Es por ello por lo que se considera
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oportuno tomar como referencia el valor en UVT según el área en metros cuadrados de los predios,
diferenciando su zona construida del terreno general a partir de la diferenciación por estrato
socioeconómico. La cantidad de UVT fue determinada según criterio propio tomando como
referencia la metodología de auto avalúo actual presentada por la Secretaría Distrital de Hacienda.
Este primer componente de la metodología se considera oportuno, en la medida de que responde
al principio de simplicidad para el cálculo de la base gravable inicial, mientras que al mismo
tiempo tiene en cuenta el componente socioeconómico y es equitativo y progresivo pues a mayor
tamaño del predio, mayor es el valor por metro cuadrado. Adicionalmente, evita los sesgos en la
información ocasionados por la falta de actualización de los avalúos catastrales de los predios.
3.3.2 Tarifa según vocación del suelo y cantidad de predios por propietario
Un primer sumando de la tarifa del impuesto predial rural con base en la presente propuesta
metodológica, es la vocación de los suelos definida por el IGAC como las “tierras que por sus
características de suelos, permiten el establecimiento de sistemas de producción agrícola, con
plantas cultivadas de diferentes ciclos de vida y productos” (IGAC, 2018, para. 1). Es por ello que,
con el fin de incentivar la producción agrícola en el país, se aplica una tarifa (medida en porcentaje
por mil) diferencial para los predios con vocación agrícola. Esta tarifa varía según si el terreno en
cuestión de usa para tal fin o de lo contrario se subutiliza en otras áreas.
Lo anterior siendo que, según datos de la UPRA (2019), Colombia tiene 26,5 millones de hectáreas
con vocación agrícola lo cual se traduce en más del 23% del territorio nacional, posicionando a
Colombia como uno de los principales países con potencial de exportadores a fin de ser la
“despensa” del mundo. No obstante, también resaltan que cerca del 66% del suelo del país tiene
un uso inadecuado a raíz de la deficiente planificación del suelo como se evidencia en la
Ilustración 11 (UPRA, 2019).
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Ilustración 11. Uso del suelo en el sector agropecuario

Fuente: UPRA (2019) https://bit.ly/2UgPbwe

Por su parte y en respuesta al segundo objetivo de la reducción de la acumulación de tierras como
método de acumulación de riquezas, en esta misma matriz se complementa a tarifa diferencial,
de acuerdo con la cantidad de predios que se encuentren a nombre de un mismo propietario. Así
entonces, si un sujeto posee más de un predio a su nombre, la tarifa del impuesto aumenta. En el
mismo orden, si el predio es de vocación agrícola, pero se utiliza en otros sectores y,
adicionalmente el propietario posee más predios a su nombre, se aplica la mayor tarifa del
impuesto. Por su parte, si el suelo es de vocación agrícola, se emplea en este sector y el propietario
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cuenta con solo una propiedad a su nombre, se aplica la menor tarifa. En este mismo orden se
aplican sus variaciones como se evidencia en la Tabla 6

Tabla 6. Tarifa según vocación agrícola
VOCACIÓN AGRÍCOLA (Tarifa por mil)
El

propietario

SI (Posee vocación agrícola)

posee más de dos
predios

a

su

NO (Posee vocación
agrícola)

Se ejerce la vocación agrícola en el predio

-

nombre
SI

NO

-

SI

2

8

5

NO

0

6

4

Fuente: Elaboración propia
Este primer sumando de la metodología se considera pertinente en la medida que, es progresivo
pues a mayor cantidad de bienes mayor es la tarifa. Adicionalmente responde a los objetivos
centrales siendo que desincentiva la acumulación de tierras e incentiva la producción agrícola en
función de la vocación del suelo proyectando que, tras su aplicación, a mediano plazo se reduzca
significativamente la cantidad de predios subutilizados en el país y se desarrolle el sector agrícola.
3.3.3 Tarifa según uso del suelo
Finalmente, el segundo sumando de la propuesta metodológica hace alusión al componente del
uso actual del suelo. En este orden de ideas, se plantearon 7 categorías seleccionadas con base en
las actividades predominantes de las zonas rurales de acuerdo con las cuentas nacionales del
DANE. A dichas categorías se asignó una tarifa (medida en porcentaje por mil) diferencial para
aquellos predios que tengan un uso mixto, es decir, la actividad predominante clasificada en una
de las categorías expuestas, en conjunto con la vivienda.
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Tabla 7. Tarifa según uso del suelo

CATEGORIA

TARIFA

TARIFA USO MIXTO
PARA VIVIENDA

Equipamiento

4

NA

Baldío

7

6

Agrícola

2

1

Pecuario

3

2

Forestal

6

NA

Minas y canteras

5

NA

Pesca

3

2

Zona de Protección

4

NA

Agropecuario

Extracción

Fuente: Elaboración propia

La tarifa expresada fue determinada según criterio propio tomando como referencia la
metodología de auto avalúo actual y las categorías ponderadas según el DANE en las cuentas
nacionales. Así mismo, la descripción de cada categoría se expresa a continuación con base en el
glosario de la Secretaria Distrital de Planeación y el DANE:


Equipamientos: hace referencia a las edificaciones públicas, privadas o mixtas que prestan
servicios sociales básicos o complementarios tales como los hospitales, las iglesias, los
centros de desechos, entre otros.



Baldío: Hace referencia a los territorios que no son objeto de aprovechamiento económico,
es decir, no se cultiva ni se construye en ellos. Según la legislación colombiana, los terrenos
baldíos son propiedad del Estado colombiano, no obstante, para los fines de la presente
metodología se entenderán baldíos cualquier terreno que no sea aprovechado en ninguna
actividad, sin importar su dueño.
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Agropecuario: Hace referencia al área de la producción y el rendimiento de los cultivos del
sector denominado como agrícola y a la cría y sacrificio del ganado definido como
pecuario.



Extracción: Hace referencia al aprovechamiento de los recursos naturales a partir de su
extracción, así se divide en silvicultura como extracción forestal y la minería de superficie
y subterránea definida como extracción minera. Adicionalmente, para los fines de la
presente metodología en la subcategoría de extracción de minas y canteras se incluyen los
depósitos de materiales como por ejemplo las ladrilleras.



Pesca: Hace referencia a la extracción de peces ya sea de ríos, mares o lagos para
comercialización.



Zona de Protección: Según el artículo 146 del Decreto 190 de 2004 son las zonas que por
sus características geográficas paisajísticas o ambientales, poseen restricciones de
urbanización.

Este último sumando se considera pertinente en la medida que permite reconocer el uso del suelo
e incentivar la producción agrícola y desincentivar la extracción mineral o forestal, así como los
baldíos que en la mayoría de los casos subutilizan el suelo disponible. Por su parte acoge las
principales categorías de uso del suelo haciéndolo eficiente y equitativo siendo que comprende el
componente social referente a la vivienda o alojamiento de las Unidades Agrícolas Familiares.
3.4 Propuesta metodológica
Una vez mencionadas las variables a seleccionar y su metodología de cálculo, el modelo
metodológico propuesto comprende la fórmula:
𝑇𝑥 = 𝛽 ∗ (𝛼 + 𝜇)
En donde Tx es el valor a pagar por concepto del impuesto predial, β es la base gravable
determinada por el propietario del predio con base en la Tabla 5, α es el primer sumando
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correspondiente a la vocación del suelo y el número de predios a nombre del propietario lo cual
se determina con base en la matriz presentada en la Tabla 6 y finalmente µ como el segundo
sumando correspondiente al uso del suelo positivo categorizado con base en la Tabla 7.
3.5 Aplicación de la metodología

3.5.1 Zona de estudio
La zona de estudio seleccionada es la Vereda El Mochuelo ubicada en la ciudad de Bogotá DC. Se
consideró pertinente esta zona dada su mixtura de suelos. Para reforzar este argumento es
menester presentar una breve caracterización del suelo de la ciudad y las reglamentaciones
actuales, así como la distribución del suelo rural haciendo énfasis en la producción agropecuaria
como se evidencia en la Ilustración 12.
Ilustración 12. Distribución del suelo rural por localidad y área destinada a la producción
agropecuaria

Fuente SDP (2015) https://bit.ly/36t5vQd

En primer lugar, es importante indicar que, según información suministrada por la Dirección
de Ambiente y Ruralidad de Bogotá (2020), en el Distrito se distinguen geográfica y
socioeconómicamente 5 macro unidades que se interrelacionan con el área urbana de manera
diferente y prestan diferentes servicios y funciones en el territorio distrital, éstas se denominan
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Piezas Rurales las cuales son: 1)Rural Norte, 2)Cerros Orientales, 3)Cuenca Alta y Media del Río
Tunjuelo, 4)Cuenca de Río Blanco y 5)Cuenca del Río Sumapaz. Estas piezas rurales son objeto
de reglamentación específica a través de un instrumento de planificación denominado Unidad de
Planeamiento Rural - UPR, mediante las cuales se aborda la problemática asociada a la base de
recursos naturales y al uso del territorio con un enfoque sistémico (Artículo 55 del Decreto190 de
2004). Para ilustrar mejor la relación urbana y rural del distrito se presenta la Ilustración 13.
Ilustración 13. Área rural y urbana de Bogotá

Fuente: Elaboración propia con base en SDP (2019)

Con base en lo anterior, se tiene que para cada pieza rural debe existir una UPR que la reglamente,
es así como para la Pieza Rural Norte se tiene la UPR Norte reglamentada con el Decreto 435 de
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2015, para la Pieza Rural Cuenca Río Blanco se tiene la UPR Rio Blanco reglamentada con el
Decreto 553 de 2015 y para la Pieza Rural Cuenca Río Sumapaz se tiene la UPR Río Sumapaz
reglamentada con el Decreto 552 de 2015. Para el caso de la Pieza Rural Cuenca Alta y Media del
Río Tunjuelo, es decir, el sector donde se localiza la Vereda El Mochuelo no existe en este
momento una UPR reglamentada, por lo tanto, se da aplicación de lo establecido por el numeral
9º del artículo 478 del Decreto Distrital 190 de 2004: aparte normativo que establece que las
normas y uso sobre tratamientos del suelo continuarán aplicando hasta tanto se expida la
reglamentación del Plan de Desarrollo. (Decreto 190 de 2004, 2004)
Es así como, tras conocer la reglamentación vigente municipal, es pertinente caracterizar la
vereda el Mochuelo, la cual se encuentra conformada por Mochuelo Alto y Mochuelo Bajo. Para
la primera sección de la vereda, se tiene que poseer un área total de 1.455,07 hectáreas y un 15,14%
de participación sobre el suelo rural de la Localidad Ciudad Bolívar. Por su parte, Mochuelo Bajo
posee un área total de 828,54 hectáreas y un 8,62% de participación sobre el suelo rural de la
Localidad. La Vereda en conjunto limita al norte con el área urbana de la Localidad de Ciudad
Bolívar, al occidente con la Vereda de Quiba Alta, al sur con la Vereda Pasquilla y al oriente con el
área urbana la Localidad.
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Ilustración 14.Localización Vereda El Mochuelo

Fuente: Elaboración propia con base en SDP (2019)

Ilustración 15. División predial Vereda El Mochuelo

Fuente: Elaboración propia con base en SDP (2019)
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3.5.2 Aplicación de la metodología propuesta
Para los fines de la presente investigación se aplicará la fórmula propuesta en un predio
perteneciente a cada una de las categorías descritas en la metodología. Para ello es oportuno
inicialmente ilustrar el mapa de coberturas de la Vereda área de estudio, como se evidencia en la
Ilustración 16.
Ilustración 16. Coberturas de la tierra Vereda El Mochuelo

Fuente: Elaboración propia con base en SDP (2019)
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Las coberturas expresadas en la Ilustración 16 fueron definidas con base en el catálogo de
patrones de coberturas de la tierra colombiana según la metodología Corine Land Cover (CLC)
con el fin de ser más precisos en los cálculos por área siendo que la zona ilustrada en el Catálogo
corresponde a los sitios donde se han desarrollado trabajos de verificación de campo. Ahora
bien, para empatar las convenciones presentadas en el mapa junto con las categorías propuestas
en la metodología propuesta se presenta la Tabla 8.
Tabla 8. Emparejamiento categorías y convención CLC
Categoría

Convención
CLC

Equipamiento

/

Baldío

33

Agropecuario
Agrícola

2.4.1

Pecuario

2.1.1

Extracción
Forestal

3.2.3

Minas y

1.3.1

canteras
Pesca

5.1.1

Zona de

2.4.2

Protección
Fuente: Elaboración propia

Una vez definidas las categorías y reconocidas las zonas, se toman como muestra 5 predios
pertenecientes a la vereda, de los cuales, se obtiene información del uso del suelo y vocación, así
como área del terreno y área construida en metros cuadrados y su respectivo estrato
socioeconómico. Esta información fue suministrada por la Secretaría Distrital de Planeación
mediante solicitud directa en conjunto con el IGAC. Cabe aclarar que no fue posible acceder a
información de un número mayor de predios ni a la información referente al número de
posesiones a nombre del propietario de cada terreno por lo cual, para los fines del presente
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muestreo, se aplicará el supuesto de que 2 de los predios, definidos aleatoriamente, presentan
esta situación, como se evidencia en la Tabla 9.
Tabla 9. Predios de estudio Vereda El Mochuelo
>2 predios a

Predio 1

M2

M2 Área

Estrato

Terreno

construida

NA

780

2

Uso del

Vocación

nombre del

suelo

Agrícola

propietario

Equipami-

No

Sí

Sí - No

No

ento
(Colegio)
Predio2

3000

NA

2

Baldío

aplicada
Predio 3

620

60

1

Agrícola (Con

Sí - Aplicada

No

Sí - No

Sí

vivienda)
Predio 4

4600

NA

2

Cantera

aplicada
Predio 5

2200

NA

2

Agrícola

Sí - Aplicada

No

Fuente: Elaboración propia con base en datos de SDP e IGAC (2020)

Ahora bien y aplicando la metodología planteada, el primer paso consiste en determinar la base
gravable del impuesto, para ello, se presenta la Tabla 10 con el resumen de los montos gravables.
Tabla 10. Montos gravables predios de estudio
M2 Terreno

M2 Área

Estrato

Valor en UVT

Base Gravable

construida
Predio 1

NA

780

2

10,920

$

388,828,440

Predio2

3000

NA

2

36,000

$

1,281,852,000

Predio 3

620

60

1

5,560

$

197,974,920

Predio 4

4600

NA

2

55,200

$

1,965,506,400

Predio 5

2200

NA

2

26,400

$

940,024,800

Fuente: Elaboración propia

Una vez definidas las bases gravables el último paso consiste en el cálculo de los dos sumandos,
es decir de la tarifa a aplicar sobre el base gravable definido con la fórmula:
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𝑇𝑥 = 𝛽 ∗ (𝛼 + 𝜇)
Para sintetizar ello, se presenta la Tabla 11 junto con los valores del impuesto predial bajo la
metodología propuesta.
Tabla 11. Síntesis impuesto predial bajo la metodología propuesta
Base Gravable (β)

Tarifa

Tarifa Uso del

Tarifa a

Vocación

suelo (µ)

Aplicar ‰

Valor a pagar

(α)
Predio 1

$

388,828,440

5

4

9

$

3,499,456

Predio2

$

1,281,852,000

6

7

13

$

16,664,076

Predio 3

$

197,974,920

0

1

1

$

197,975

Predio 4

$

1,965,506,400

8

5

13

$

25,551,583

Predio 5

$

940,024,800

0

2

2

$

1,880,050

Fuente: Elaboración propia

3.5.3 Comparativa entre la metodología actual y la metodología propuesta
Una vez aplicada la metodología propuesta en los predios de estudio, es necesario comparar los
valores obtenidos con el valor a pagar por concepto de impuesto predial con base en la
metodología actual determinada por la Secretaría Distrital de Hacienda. Cabe señalar que, dado
que no fue posible obtener el valor del avalúo catastral de dichos predios, dado que es información
confidencial, para los fines de la presente investigación se aplicará la metodología de auto avalúo
expuesta en la página de la Secretaría Distrital.
La metodología actual consiste en la determinación de la base gravable con base en el área del
predio y finalmente la aplicación de una tarifa determinada por el monto de dicha base gravable.
Así las cosas, los resultados obtenidos en comparación con los resultados de la metodología
propuesta presentada en el numeral anterior se presentan en la Tabla 12.
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Tabla 12. Comparativa metodología actual y metodología propuesta

Predio 1
Predio2
Predio 3
Predio 4
Predio 5

Metodologia actual
Tarifa (Por
Base Gravable
mil)
Valor a Pagar
$
228,972,120
8.6 $
1,969,160
$ 1,233,819,000
9.9 $ 12,214,808
$
254,333,600
6.3 $
1,602,302
$ 2,179,751,400
11.3 $ 24,631,191
$
822,844,000
9 $
7,405,596

Metodología Propuesta
Tarifa
Base Gravable
(Por mil) Valor a Pagar
$
388,828,440
9 $
3,499,456
$ 1,281,852,000
13 $ 16,664,076
$
197,974,920
1 $
197,975
$ 1,965,506,400
13 $ 25,551,583
$
940,024,800
2 $
1,880,050

Diferencia
$
$
$
$
$

(1,530,296)
(4,449,268)
1,404,327
(920,392)
5,525,546

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la SDH (2020)

En términos generales la propuesta metodológica para el cálculo diferenciado del impuesto
predial en el suelo rural demuestra su aplicabilidad a predios del territorio rural a partir de las
categorías definidas, obteniendo resultados detallados y evidentes que permiten validar la
aplicabilidad de las variables y métodos seleccionados. En este caso se evidencia que la propuesta
metodológica es progresiva lo cual responde de manera positiva a los objetivos generales pues
desincentiva la acumulación de tierras y promueve el desarrollo sectorial agrícola.

4. Consideraciones finales
4.1 Discusión
El objetivo general de la presente investigación fue Proponer una metodología de cálculo del
impuesto predial rural en razón al uso y función del suelo como posible solución al problema de
subutilización de predios y acumulación de tierras. Con base en ello, la discusión en un primer
plano, gira en torno a los aportes de cada sección del documento a la investigación.
A grosso modo, el capítulo inicial que comprende el marco teórico aporta las bases contextuales
actualizadas desde una perspectiva económica y social que permiten caracterizar la población de
estudio. De allí es posible concluir que la población rural en Colombia ha sido marginada
crecientemente durante toda la historia económica del país. Esto en respuesta a las precarias
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garantías que ofrece el Estado para el desarrollo de la vocación agrícola y la tecnificación rural
que permita dignificar la vida de la población rural sin afectar su cultura e identidad.
El capítulo destinado a los antecedentes del tema de investigación permite reconocer los estudios
y avances desarrollados alrededor del tema. Con ello no solo es posible deducir el grado
investigativo del país sino también, comprender la relevancia o importancia que toma el sector
rural en materia fiscal frente a los profesionales contemporáneos. Con los resultados obtenidos,
es posible inferir que los estudios sobre el campo colombiano son pocos. Si bien en el país se han
iniciado varios planes de desarrollo enfocados en el sector rural, actualmente estos estudios se
reducen a buenas intenciones, dado que no se han desarrollado ni implementado, así como
tampoco se han destinado recursos para la capacitación o tecnificación del sector como paso
preliminar de un desarrollo rural sostenible y sustentable.
Finalmente, el capítulo que desarrolla la metodología permite desarrollar y aplicar en una zona
de muestra una propuesta innovadora en materia de política fiscal. Esto se traduce en una
alternativa de desarrollo para el campo colombiano en la medida de que es viable y los resultados
son prometedores al ser progresiva y representar un incentivo para el desarrollo del sector
agrícola en el país. Con ello, se postula como una metodología eficiente a fin de determinar el
impuesto predial como un impuesto óptimo con posible ampliación a mayores escenarios.
Ahora bien, el aporte central de la presente investigación se enfoca en la inclusión y equidad
territorial en la medida de que constituye una metodología de fácil comprensión y aplicación. Con
ello, no solo se aportaría a los procesos de planificación territorial desde la perspectiva de la
administración pública, sino también, se contribuye con el proceso de distribución de tierras, la
equidad y la promoción y desarrollo del sector agrícola como potencial de desarrollo económico
del país. Lo anterior desde una perspectiva de compromiso ecológico y social bajo el marco
normativo de un desarrollo integral, sostenible y sustentable.
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Todo lo anterior, ligado con la gobernanza territorial comprendiendo que, una buena gobernanza
es aquella en donde “los sistemas de información de tierras proporcionen al público información
relevante, precisa y accesibles y los servicios de administración de tierras sean eficientes, de costos
razonables y sostenibles en el tiempo” (Jiménez, 2018, para. 12). Nuestro compromiso profesional
y personal se enfoca entonces en velar porque las políticas de desarrollo y planificación territorial
sean incluyentes, equitativas y garanticen el reconocimiento de la identidad cultural del campo
colombiano.

4.2 Conclusiones
Se propuso una metodología de cálculo diferenciado del impuesto predial en el suelo rural a partir
de información cartográfica y datos de fuentes secundarias que permitieron determinar la
vocación del suelo, el número de predios bajo un mismo propietario y el uso del suelo como
variables principales y pertinentes para el desarrollo de la metodología propuesta. Así mismo, este
proceso fue validado a partir de la aplicación de la metodología en 5 predios seleccionados,
pertenecientes a la Vereda El Mochuelo ubicado en la ciudad de Bogotá, territorio considerado
adecuado para los fines de nuestro estudio, dada su mixtura de suelo.
Una vez desarrollada y aplicada de la metodología propuesta, se da respuesta a la pregunta de
investigación inicial, encontrando que sí es eficiente y pertinente el rediseño de la metodología de
cálculo del impuesto predial rural actual, siendo que, permite optimizar los procesos de ingresos,
producción y redistribución de tierras en el área rural con base en el uso y función del suelo.
Adicionalmente, tras la aplicación de la metodología en los predios de estudio, se evidencia que
responde a los principios constitucionales de progresividad, equidad y eficiencia tributaria para
el caso del impuesto predial.
Ahora bien, los resultados obtenidos evidencian que la metodología propuesta resulta ser más
eficiente en perspectiva con la metodología de cálculo actual dado que:
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1. Es de fácil comprensión y aplicación.
2. La tarifa a aplicar es progresiva conforme a la cantidad de predios bajo un mismo
titular y a la subutilización de un territorio. Así entonces, promueve e incentiva el
desarrollo agropecuario haciendo énfasis en el sector agrícola más que en el sector
pecuario, a fin de reforzar el compromiso ambiental.
3. Desincentiva la acumulación de tierras y la subutilización de los predios siendo
que grava mayormente a quienes poseen más de 2 propiedades y a quienes
subutilizan la tierra con vocación agrícola.
Finalmente, se trata de una propuesta metodológica innovadora e incluyente que busca reforzar
nuestro compromiso con el campo colombiano. Esta propuesta, contribuye con la integración de
las poblaciones rurales a los procesos de desarrollo económico y social, siendo que, reconoce la
ruralidad como una pieza clave del entorno económico y cultural del país. Con ello no solo es
posible pensar en los problemas estructurales de los espacios rurales sino también dar respuesta
a los procesos de globalización, inequidad y exclusión, que requieren la intervención estatal y la
responsabilidad profesional a fin de transformar las realidades de los territorios y sus poblaciones.
4.3 Recomendaciones
Se recomienda que la presente propuesta metodológica, así como su fundamento y trasfondo sea
incluido en la línea de investigación “Territorio, Equidad y Desarrollo” de la Universidad de La
Salle, como complemento de los procesos investigativos en torno al sector rural. Adicionalmente,
se recomienda considerar la presente propuesta en la metodología de cálculo actual del impuesto
predial como aporte a la planificación territorial y la administración pública; para ello, puede ser
analizada y ajustada por el IGAC y las entidades municipales encargadas a fin de validar su
aplicabilidad y pertinencia en cada municipio colombiano. Finalmente, la presente propuesta
metodológica constituye una compilación actualizada de la teoría heterodoxa en el ámbito fiscal.
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Por lo cual, se recomienda incluir su fundamento como un aporte metodológico de la escuela de
pensamiento económico contemporáneo en materia tributaria y de políticas fiscales.
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